
DICTAMEN No. 102 
 
DOCTOR ERNESTO MARCOS EDELMANN, SECRETARIO DEL TRIBUNAL 
SUPREMO POPULAR.  
  
CERTIFICO: que el Consejo de Gobierno de este Tribunal en sesión celebrada 
el día veintitrés de junio de mil novecientos ochenta, adoptó el acuerdo que 
copiado literalmente dice así:  
Número 260. Se da cuenta con comunicación del juez profesional del Tribunal 
Municipal Popular de Gibara que preside la Sección de Velasco del expresado 
Tribunal, por la que formula la siguiente consulta:  
"Con la entrada en vigor del Decreto No. 66 de fecha 5 de abril del año en 
curso, del Consejo de Ministros, regulando el mismo "El Mercado Libre 
Campesino", ¿quedo derogada implícitamente la Resolución No. 129 de 1973 
del extinguido Instituto Nacional de Reforma Agraria, la que establece la 
regulación para la adquisición o transporte de las cantidades de determinados 
productos agrícolas?; ¿el infractor de lo regulado en la precitada Resolución, se 
convierte en autor de un delito de acaparamiento, previsto y sancionado en el 
artículo 274 inciso b) del vigente Código Penal?. Mi duda al respecto es, dando 
por abolida la Resolución No. 129 de referencia, ¿quedará derogado 
tácitamente el inciso b) del artículo 274 del Código Penal?. Así como, en el 
citado decreto, en su artículo 25 preceptúa, si la adquisición (entendiendo como 
tal la de aquellos productos agropecuarios que pueden ser expendidos en el 
Mercado Libre Campesino) es para el consumo propio y se producen en los 
lugares que expresamente prohíbe este Decreto, la conducta se considera 
como infracción administrativa, pues este precepto, describe en que consiste la 
infracción administrativa y establece los límites de la multa correspondiente, al 
respecto preguntamos, ¿cuál es el procedimiento a seguir por la autoridad o 
funcionario para hacerla efectiva?, además, ¿procede el decomiso de los 
productos adquiridos en estas condiciones?".  
El Consejo, dada la urgencia que requiere, acuerda evacuar por sí la consulta 
formulada en el sentido del siguiente: 
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El Decreto número 66 de 5 de abril de 1980, dictado por el Consejo de 
Ministros, no ha derogado ni podido derogar por su superior jerárquica el 
artículo 274 b) del Código Penal. Ahora bien, conforme a éste la integración del 
delito a que se contrae, queda subordinada a la regulación oficial en cuanto a 
su peso o cantidad, y regulando el mencionado Decreto el particular en 
términos distintos a los previstos en la resolución número 129 de 1973 del 
Instituto Nacional de Reforma Agraria, obvio resulta que a los efectos penales 
habrá que estar lo que por dicho Decreto se determina con preferencia, claro 
está a la Instrucción mencionada.  
Por otra parte la infracción administrativa contenida en el artículo 25 del 
expresado Decreto No. 66 de la competencia de la autoridad de ese órgano, la 
que, dentro del ámbito de sus atribuciones, aplica la legislación procesal y 
sustantiva vigente, desaparecida como ha quedado la regulación oficial que es 
presupuesto necesario para la comisión del delito. 


